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         VALIDEZ DEL PREACUERDO SUSCRITO ENTRE LA DEFENSA  LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. [S]e entiende que en este caso el preacuerdo no afectó el principio de legalidad de la pena al reconocerse al procesado una rebaja de pena equivalente al 50% del mínimo del primer cuarto de pena previsto para el contra jus de homicidio, ya que se respetó el marco punitivo  de descuento, pues no se había presentado acusación contra el incriminado (ver artículo 352 del CPP) y lo real es que sanción pactada  corresponde a la  consecuencia jurídica prevista en el artículo 103 del CP., que va de 208 a 450 meses de prisión, el cual  fue debidamente seleccionado en la convención celebrada. (…) En atención a lo expuesto en precedencia se considera que la sanción pactada así aparezca muy leve, no resulta ser violatoria del principio de legalidad de la pena. Por lo tanto, se concluye que no le asistió razón al A quo al predicar que el acta de preacuerdo presentada viola el principio de legalidad, ya que la FGN en su calidad de titular de la acusación efectuó un juicio correcto de subsunción de la conducta y otorgó la rebaja prevista en la ley  correspondiente al 50%, por lo cual para esta Corporación considera que   el preacuerdo suscrito por el procesado, su defensor y la FGN no se encuentra afectado en su legalidad, ya que esa fue la única rebaja que se hizo al procesado como retribución por su avenimiento a los cargos.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 1203 del ocho (8) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)
Pereira, nueve (9) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 8:07 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por la representante de la FGN y la defensa, contra la determinación adoptada por el Juez Único Promiscuo  del Circuito de Quinchía, Risaralda, en la audiencia celebrada el 24 de agosto de 2017, quien no avaló un  preacuerdo celebrado  entre la FGN y el procesado Edwin Andrés Morales Osorio.
2. ANTECEDENTES

2.1 Del acta de preacuerdo presentada  por la Fiscalía General de la Nación
 se extrae lo siguiente: 
“El día 1° de enero de 2016, siendo las 06:30 horas aproximadamente , se recibe una llamada a la estación de policía de Quinchia, donde les informan que en el Corregimiento de Irra de esta municipalidad, habían ultimado con un arma cortopuzante al señor que en vida respondía al nombre de DANIEL ORTIZ ZAPATA. Después de realizar una exhaustiva labor investigativa por parte de la SIJIN DERIS y según versión de varios testigos presenciales coinciden al señalar al señor EDWIN ANDRES MORALES OSORIO alias “MIAU”, como la persona que ultimó al hoy occiso. Por eso se pudo establecer como el posible autor del homicidio, y por tal motivo se solicitó por parte del ente fiscal orden de captura en contra del mencionado, siendo efectiva el 17 mayo hogaño en la vereda Chavarquia del municipio de Risaralda-Caldas” (Fl. 5)
2.2. Las audiencias preliminares fueron adelantadas el 8 de mayo de 2017. Se  declaró la legalidad de la captura del señor Edwin Andrés Morales Osorio, a quien se le formularon cargos por la conducta punible de homicidio consagrado en el artículo 103 del C.P. El imputado no aceptó los cargos formulados y se le  impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión  (Fls. 1-3).
2.3. La FGN presentó solicitud de aprobación de  preacuerdo ante el   Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda. 
3. SOBRE LA ACTUACIÓN RELACIONADA CON EL RECURSO INTERPUESTO.

En la audiencia de verificación de legalidad de preacuerdo  celebrada el 24 de agosto de 2017 en el despacho antes citado, se presentaron las  siguientes actuaciones relevantes: 

3.1 El delegado de la FGN dio lectura al acta de preacuerdo suscrita por las partes
, donde se pactó que el procesado aceptaba  los cargos por el delito homicidio consagrado en el artículo 103 del C.P. que tiene prevista una pena de 208 a 450  meses de prisión, a cambio de una rebaja del 50% de la sanción mínima, que en consecuencia quedaría fijada en 104 meses de prisión y en consecuencia pidió que fuera aprobado.
3.2 El defensor intervino para manifestar que el preacuerdo en mención correspondía a lo acordado con la FGN y pidió al juez de conocimiento que  aceptara los términos de la convención,  ya que no se presentaba ninguna vulneración de garantías fundamentales.

3.3 El juez de conocimiento le informó al señor Edwin Andrés Morales Osorio  sobre las razones de su vinculación al  proceso penal, los términos del preacuerdo, las consecuencias de terminar anticipadamente el proceso como la renuncia a la presunción de inocencia, su derecho a guardar silencio, a no auto incriminarse y a tener un juicio oral, que se iba a dictar una  sentencia condenatoria  en su contra, la pena a imponer y el hecho de que le quedaría un antecedente penal. Igualmente, fue enterado sobre las opciones que tenía de aceptar los cargos, o de someterse a un juicio plenario.
3.4 El procesado manifestó que entendía las explicaciones del juez y que era conocedor de las consecuencias de su aceptación de cargos, por lo cual aceptaba esa convención de manera libre, consciente y espontánea.

3.5 Seguidamente el titular del despacho se pronunció sobre los términos del preacuerdo al que habían llegado las partes, expresando que lo improbaba por violación de las  garantías fundamentales de las víctimas y afectación del principio de legalidad.
4. SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA

La  A quo no aprobó el preacuerdo celebrado, con base en las siguientes razones: 
· En el preacuerdo se le ofreció al señor Edwin Andrés Morales  una  rebaja de 50% de la pena mínima a  imponer por el delito de homicidio, que era de 208 meses de prisión.
·  Sin embargo en este caso no se podía partir del mínimo de pena establecido para esa conducta y concederle esa rebaja máxima (104 meses), en vista de que el procesado tenía un antecedente legal vigente y  cuando cometió el delito de homicidio violó el régimen de prisión domiciliaria en el que se encontraba, ya que el antecedente mencionado  constituye una causal de  mayor punibilidad.
· El  antecedente referido corresponde a una decisión del  11 de julio de 2014 del mismo despacho por violación del artículo 376 del C. P. donde se impuso una pena de 56 meses de prisión al señor Morales, el cual se encontraba vigente y además el procesado incumplió los compromisos adquiridos al otorgarle la prisión domiciliaria, al darle muerte al señor Daniel Ortiz Zapata.

· En consecuencia aunque se acepta que la disminución de la pena puede ser del 50% , no se debe premiar al procesado  permitiendo una rebaja que parta del mínimo de la sanción pena para el delito de homicidio, al existir la referida circunstancia de mayor punibilidad así no hubiera  sido comunicada al procesado al formularle imputación, fuera de que este incumplió el régimen de   prisión domiciliaria, lo que va en contra de los  requisitos  del inciso final del  artículo 348 del CPP, según el cual la FGN al ofrecer un preacuerdo, debe procurar aprestigiar la administración  de justicia y evitar su cuestionamiento. 

5. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON EL RECURSO PROPUESTO
5.1. DELEGADO FISCALIA GENERAL DE LA NACION (recurrente)

Dio lectura a  los artículos 348 y 351 del CPP,  y manifestó que los preacuerdos celebrados entre la FGN  y el implicado obligan al juez de conocimiento salvo que afecten garantías fundamentales,  lo cual no ha ocurrido en el presente caso.
No se  está desprestigiando la administración de justicia al formalizar ese  preacuerdo pese al antecedente penal mencionado. Citó ejemplos de lo que ha sucedido en diversos casos de conductas graves y de mayor relevancia como delitos contra la libertad, integridad y formación  sexuales,  que se  han degradado a injurias por vía de hecho o eventos en los que se ha  declarado la marginalidad en concursos de delitos,  u otros eventos donde sí se ha  degradado  la administración de justicia.
El juez no puede inmiscuirse en los preacuerdos celebrados entre las partes. La SP de la CSJ ha manifestado que solo puede intervenir cuando se ha afectado un  derecho fundamental como debido proceso. Para el efecto, citó la jurisprudencia de la CSJ del 9 de febrero de 2017, bajo el radicado 90162, donde se relacionan otros precedentes sobre la materia.
El procesado fue condenado por un delito distinto y se  le concedió prisión domiciliaria. Sin embargo, en este caso los hechos ocurrieron al frente de su vivienda al parecer en una calle peatonal. En consecuencia, no se puede decir que por estar cumpliendo una condena anterior en su lugar de domicilio, no pudiera celebrar un preacuerdo partiendo del mínimo de la  pena por razón de ese antecedente.
En los preacuerdos no se puede partir de los cuartos para fijar la sanción, pues la pena va implícita y es independiente de los antecedentes que presente el procesado, ya que se trata de una negociación entre la FGN, la defensa y el acusado.

 La única razón por la que un Juez puede improbar un preacuerdo es cuando se quebrantan  garantías fundamentales como el derecho a la defensa, o a tener un juicio, o se afecta la reparación  a las  víctimas,  lo que no ha ocurrido en este caso, por lo cual no se puede decir que la FGN no pueda cumplir su función humanizando la  actuación procesal con la finalidad de obtener una pronta y cumplida justicia de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales y legales.
Por lo expuesto, solicitó revocar la decisión del A quo, a efectos de  impartir legalidad al preacuerdo realizado entre el señor Edwin Andrés Morales Osorio y la Fiscalía.
5.2. DEFENSOR (recurrente)
Las garantías fundamentales a las que hace referencia el A quo,  las interpretó como una situación de desprestigio para la administración  de justicia  por causa de un antecedente penal que presenta el acusado.
Los preacuerdos no se deben improbar únicamente por violación a garantías fundamentales, ya que  según decisión  de la SP de la CSJ del 16 de abril de 2015, radicado STP4470-2015 79041 no pueden examinarse a la luz del criterio subjetivo o  arbitrario del juez y deben remitirse exclusivamente a hechos puntuales que demuestren violaciones objetivas y palpables que demanden el  remedio de su no  aprobación para restañar el daño causado o evitar sus efectos deletéreos como cuando se otorgan dos beneficios al procesado, se pactan subrogados improcedentes o se reconocen  descuentos de pena superiores a los que la norma establece.

El juez no puede inmiscuirse en la calificación jurídica que hizo el delegado de la FGN sobre los  hechos investigados,  a menos que se esté terminando el proceso por vía de un juicio oral en el cual el juez debe examinar  las pruebas practicadas para decidir el caso.
En este caso concreto, la circunstancia de mayor punibilidad no fue imputada al acusado, por lo cual el  juez no puede imponer su criterio sobre la adecuación típica del hecho, labor que le corresponde a la FGN, por lo cual la decisión del juez de instancia no se ajusta a derecho.
En este asunto no se puede aplicar el sistema de cuartos, como lo considera el Aquo según precedente que citó.
El tema del prestigio de la administración  de justicia corresponde a una concepción subjetiva y el hecho de acudir al preacuerdo no obedece a una característica que la desvalore, ya que en el caso sub examen el preacuerdo resulta beneficioso para el sistema judicial,  ya que se está dando una terminación anticipada del proceso y  las víctimas están de acuerdo con la negociación. 

La existencia de un antecedente en contra del procesado implicaría fijar la  pena partiendo del cuarto medio, pero este asunto no fue calificado jurídicamente ni tenido en cuenta en el proceso, por lo cual el juez no podía  inmiscuirse en esa parte del preacuerdo, que es del resorte de la FGN.
Por lo expuesto solicitó que se revocara la decisión de primera instancia y se aprobara el preacuerdo suscrito, al no vislumbrarse una violación de  garantías fundamentales. 
6. CONSIDERACIONES DE  LA SALA

6.1. La  competencia de esta  Sala frente al recurso propuesto se encuentra  determinada por los artículos 20 y  34-1 de la ley 906 de 2004.
6.2. Problema jurídico a resolver: 
Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a la decisión impugnada por el delegado de la FGN y el Defensor, el problema jurídico a resolver se contrae a definir el grado de acierto de la decisión adoptada por el Juez Único Promiscuo  del Circuito de Quinchía, Risaralda, quien no avaló el preacuerdo celebrado  entre la FGN y el procesado Edwin Andrés Morales Osorio, al considerar que violaba el principio de legalidad, al pactarse la imposición de una pena a partir del mínimo del primer cuarto de la sanción prevista para el delito de homicidio, sin tener en cuenta que el señor Morales presentaba un antecedente penal para la fecha de esa convención y que precisamente se encontraba descontando su pena en prisión domiciliaria.
6.3. Para dar solución al problema jurídico propuesto se debe tener en cuenta inicialmente, que el  artículo 10 del C.P.P. dispone que: “El juez podrá autorizar los acuerdos o estipulaciones a que lleguen las partes y que versen sobre aspectos en los cuales no haya  controversia sustantiva, sin que implique renuncia de los derechos constitucionales”.  A su vez los  artículos 348 al 354 ibídem regulan lo referente a los  preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado
. 

6.4.  Al implementar el sistema penal acusatorio, el legislador incluyó en el estatuto procedimental penal la figura de los preacuerdos y las negociaciones con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales generados en el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso
.

En desarrollo de esta forma abreviada de terminación del proceso, se consagró la posibilidad de que el Fiscal y el imputado, debidamente asistido por su Defensor, llegaran a un acuerdo sobre los términos de la imputación, que sería presentado ante el Juez de conocimiento como acusación.

6.5.  El  artículo 350 del C. de P.P en su segundo inciso establece la posibilidad de que la Fiscalía y el imputado a través de su defensor lleven a cabo “conversaciones para llegar a un acuerdo”, al cual también se puede llegar: por iniciativa propia (del imputado) asistido por su defensor (artículo 354 C. de P.P.), y con advertencia a la renuncia a tener un juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías, o por acuerdo con la Fiscalía, como lo prevé el artículo 293 ibídem.  

6.6.  En relación con los ítems que pueden ser preacordados, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia expuso lo siguiente: 

“…De la distinción precedente se deriva que, al contrario de lo que ocurre en el evento de allanamiento, al celebrar un preacuerdo el fiscal y el imputado o acusado, según los elementos de prueba y evidencias recaudadas en la actuación, pueden pactar o negociar -entre otros- sobre aspectos tales como los siguientes: i) el grado de participación, ii) la lesión no justificada a un bien jurídico tutelado, iii) una específica modalidad delictiva respecto de la conducta ejecutada, iv) su forma de culpabilidad y las situaciones que para el caso den lugar a una pena menor, v) la sanción a imponer, vi) los excesos en las causales de ausencia de responsabilidad a que se refieren los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 32 del Código Penal, vii) los errores a que se refieren los numerales 10 y 12 de la citada disposición, viii) las circunstancias de marginalidad, ignorancia o pobreza extremas (artículo 56), ix) la ira o intenso dolor (artículo 57), x) la comunicabilidad de circunstancias (artículo 62), xi) la eliminación de casuales genéricas o específicas de agravación y, en fin xii) las conductas pos delictuales con incidencia en los extremos punitivos
. 

Todas las situaciones reseñadas conllevan circunstancias de modo, tiempo y lugar que demarcan los hechos por los cuales cabe atribuir responsabilidad penal y, por ende, fijan para el procesado, de consuno con su acusador, la imputación fáctica y jurídica, así como sus consecuencias…”
 (Subrayas propias)
6.7. En lo que atañe al problema jurídico propuesto hay que manifestar que pese a la argumentación del juez de primer grado, se considera que se presenta un error en su decisión, ya que el numeral 1º del artículo 55 del C.P. establece como circunstancia de menor punibilidad la  “carencia de antecedentes penales”, pero la circunstancia contraria, esto es, la existencia de algún prontuario vigente no se encuentra contemplada en el artículo 58 del C.P., como circunstancia genérica de mayor punibilidad, que tenga injerencia en la fijación de los cuartos de pena, según el artículo 61, inciso 2º del C.P. 

6.8 Sobre el tema hay que hacer referencia a CSJ SP del 18 de mayo de 2005, radicado 22649, donde se dijo lo siguiente: 
“(...)  a) El hecho de poseer antecedentes penales no es factor constitutivo de circunstancia de mayor punibilidad. Basta leer el artículo 58 del Código Penal para arribar a tal conclusión. Y no pueden ser utilizados como enseña de una personalidad proclive al delito, porque la personalidad ya no es uno de los parámetros que permitan fijar la pena (artículo 61.3 Código Penal); y tampoco es posible inferir contra reo que si la carencia de antecedentes es causal de menor punibilidad (artículo 55 Código Penal), su presencia lo sea de mayor punibilidad...”.

6.9 Del citado precedente se desprende que el juez de conocimiento no podía sustentar su decisión en una circunstancia de mayor punibilidad inexistente, ni  tampoco debió acudir al argumento de que el procesado había incumplido las obligaciones relacionadas con el otorgamiento de la prisión domiciliaria en el caso que fue tomado como antecedente en su contra, ya que  el incumplimiento de ese régimen, no tiene efectos frente a la pena a imponer y solamente le podría acarrear al procesado la revocatoria de ese beneficio, según lo dispuesto por el artículo 477 del C.P.P. que señala lo siguiente:

“Artículo 477. Negación o revocatoria de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad. De existir motivos para negar o revocar los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad los pondrá en conocimiento del condenado para dentro del término de tres (3) días presente las explicaciones pertinentes. La decisión se adoptará por auto motivado en los diez (10) días siguientes.”

6.10 En consecuencia, se entiende que en este caso el preacuerdo no afectó el principio de legalidad de la pena al reconocerse al procesado una rebaja de pena equivalente al 50% del mínimo del primer cuarto de pena previsto para el contra jus de homicidio, ya que se respetó el marco punitivo  de descuento, pues no se había presentado acusación contra el incriminado (ver artículo 352 del CPP) y lo real es que sanción pactada  corresponde a la  consecuencia jurídica prevista en el artículo 103 del CP., que va de 208 a 450 meses de prisión, el cual  fue debidamente seleccionado en la convención celebrada.

6.11 En ese sentido hay que citar lo expuesto en la sentencia SP CSJ del 15 de octubre de 2014,  radicado 42184 en la cual se expuso lo siguiente:

“(…)    4. El Juez de Conocimiento está obligado a aceptar el acuerdo presentado por la Fiscalía, salvo que este desconozca o quebrante las garantías fundamentales.

Acerca de esta última circunstancia, para la Sala es claro que las garantías fundamentales  a las cuales se refiere la norma para permitir la injerencia del juez, no pueden examinarse a la luz del criterio subjetivo o arbitrario del mismo y deben remitirse exclusivamente a hechos puntuales que  demuestren violaciones objetivas y palpables necesitadas del remedio de la improbación para restañar el daño causado o evitar sus efectos deletéreos. 
Señaló la Sala, al respecto, en sentencia del 20 de noviembre de 2013, radicado 41570: 

En lo atinente a cuáles aspectos consideró el legislador son susceptibles de ser preacordados, encontramos que en el artículo 348 de la Ley 906 de 2004 se consagró de manera escueta que se trata de convenir lo que “implique la terminación del proceso”; mientras en los artículos 350, 351 y 352 del mismo compendio normativo se concreta el objeto que compromete esa finalización judicial, al establecerse que serán “los hechos imputados y sus consecuencias”1sobre los que recaerán los preacuerdos y las negociaciones, lo cual implica la admisibilidad por parte del imputado o acusado en forma libre, consciente, espontánea y voluntaria de situaciones que cuenten con un mínimo de respaldo probatorio.
También, en punto de lo que debe ser materia de esos preacuerdos o negociaciones, ha dicho esta Sala que:
"Estas negociaciones entre la fiscalía e imputado o acusado no se refieren únicamente a la cantidad de pena imponible sino, como lo prevé el inciso 2° del artículo 351, a los hechos imputados y sus consecuencias, preacuerdos que «obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales».

(…) 
La amplitud del ámbito propicio a una negociación podría explicarse en que lo pretendido por parte del imputado o acusado es una reducción de las condignas sanciones o consecuencias de su delito y como son múltiples los fenómenos condicionantes de las mismas, se torna complejo el tratamiento de este tema, aunque suele superarse tal obstáculo recordando el valor teleológico de la institución que no se inclina por un criterio restrictivo sino por uno de acentuada naturaleza extensiva”. (Subrayado fuera de texto).
6.12 En atención a lo expuesto en precedencia se considera que la sanción pactada así aparezca muy leve, no resulta ser violatoria del principio de legalidad de la pena.

Por lo tanto, se concluye que no le asistió razón al A quo al predicar que el acta de preacuerdo presentada viola el principio de legalidad, ya que la FGN en su calidad de titular de la acusación efectuó un juicio correcto de subsunción de la conducta y otorgó la rebaja prevista en la ley  correspondiente al 50%, por lo cual para esta Corporación considera que   el preacuerdo suscrito por el procesado, su defensor y la FGN no se encuentra afectado en su legalidad, ya que esa fue la única rebaja que se hizo al procesado como retribución por su avenimiento a los cargos.

6.13 Finalmente se debe recordar que la Corte Constitucional llegó a expresar en algunas decisiones, entre ellas en Sentencia T-943 del 16-10-03, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, que los antecedentes penales sí influían al momento de la dosificación de la pena cuando se daban los requisitos de la reincidencia. No obstante, es de entender que eso ya no puede ser así en la actualidad, porque como lo dejó esclarecido la Sala de Casación Penal desde la Sentencia del 18-05-05, radicación 21649, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón:
“El hecho de poseer antecedentes penales no es factor constitutivo de circunstancia de mayor punibilidad. Basta leer el artículo 58 del Código Penal para arribar a tal conclusión. Y no pueden ser utilizados como enseña de una personalidad proclive al delito, porque la personalidad ya no es uno de los parámetros que permitan fijar la pena (artículo 61.3 Código Penal); y tampoco es posible inferir contra reo que si la carencia de antecedentes es causal de menor punibilidad (articulo 55 Código Penal), su presencia lo sea de mayor punibilidad”
Esta posición fue acogida por este Tribunal desde hace ya bastante tiempo y ahora se ve reforzada con una reciente ratificación de la jurisprudencia:
“Ahora bien, el que una persona haya sido condenada por el delito de extorsión agravada en la modalidad de tentativa a una pena principal que no superó los tres años, y que unos años más tarde haya sido sentenciada a una pena de quince años de prisión -en razón de una situación fáctica bastante similar, dentro de un idéntico sistema de dosificación y por una imputación jurídica incluso más beneficiosa-, no sólo representa un parámetro objetivo de comparación del cual se desprende una violación al principio de igualdad consagrado en el artículo 13 de la Carta Política, sino además implica que el Tribunal se valió de criterios ajenos al principio de culpabilidad al momento de individualizar la sanción, como tener en cuenta los antecedentes penales del procesado.

[…]

Tal criterio no puede ser compartido por la Corte, pues si bien es cierto que cuando resolvió el cargo formulado por el demandante esta Corporación sostuvo que el funcionario judicial, en ejercicio del poder de connotación que le asiste en la fijación de la pena, ostenta una notoria facultad discrecional basada en valoraciones tan irrefutables como imposibles de verificar, también lo es que no puede atenerse a criterios excluidos del ordenamiento jurídico, como el relativo a la “personalidad del agente” del que trataba el artículo 61 del decreto ley 100 de 1980, ya que éste no se encuentra previsto en la ley 599 de 2000 como parámetro de individualización de la pena.

[…]

Es más, ni siquiera en vigencia del decreto ley 100 de 1980, la consideración de una personalidad proclive al delito podía ser un criterio válido para individualizar de manera más drástica la pena, a pesar de la postura que la Corte sostenía al respecto1.”
En consecuencia, se  revocará la  decisión  recurrida, a efectos de que el Juez Único Promiscuo  del Circuito de Quinchía, Risaralda, apruebe el preacuerdo  celebrado entre la  Fiscalía General de la Nación a través de su delegado y el señor Edwin Andrés Morales Osorio  y continúe con los trámites subsiguientes de la actuación.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada por el Juez Único Promiscuo  del Circuito de Quinchia, Risaralda, en lo que fue objeto de impugnación. En su lugar, se  dispone que ese funcionario proceda al trámite subsiguiente y a dictar sentencia de acuerdo con el acta de preacuerdo celebrado entre la Fiscalía General de la Nación y el señor Edwin Andrés Morales Osorio.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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� Audio desde H:00:06:50 al H:00:07:27


� Audio desde  H:00:15:54 al H:00:17:15


� “ARTÍCULO 348. FINALIDADES. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la terminación del proceso.


El funcionario, al celebrar los preacuerdos, debe observar las directivas de la Fiscalía General de la Nación y las pautas trazadas como política criminal, a fin de aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento.





ARTÍCULO 349. IMPROCEDENCIA DE ACUERDOS O NEGOCIACIONES CON EL IMPUTADO O ACUSADO. En los delitos en los cuales el sujeto activo de la conducta punible hubiese obtenido incremento patrimonial fruto del mismo, no se podrá celebrar el acuerdo con la Fiscalía hasta tanto se reintegre, por lo menos, el cincuenta por ciento del valor equivalente al incremento percibido y se asegure el recaudo del remanente.





ARTÍCULO 350. PREACUERDOS DESDE LA AUDIENCIA DE FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Desde la audiencia de formulación de imputación y hasta antes de ser presentado el escrito de acusación, la Fiscalía y el imputado podrán llegar a un preacuerdo sobre los términos de la imputación. Obtenido este preacuerdo, el fiscal lo presentará ante el juez de conocimiento como escrito de acusación.





El fiscal y el imputado, a través de su defensor, podrán adelantar conversaciones para llegar a un acuerdo, en el cual el imputado se declarará culpable del delito imputado, o de uno relacionado de pena menor, a cambio de que el fiscal:





1. Elimine de su acusación alguna causal de agravación punitiva, o algún cargo específico.





2. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Tipifique la conducta, dentro de su alegación conclusiva, de una forma específica con miras a disminuir la pena.





ARTÍCULO 351. MODALIDADES. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación.





También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.





En el evento que la Fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación.





Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales.





Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentencia correspondiente.





Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes.





ARTÍCULO 352. PREACUERDOS POSTERIORES A LA PRESENTACIÓN DE LA ACUSACIÓN. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Presentada la acusación y hasta el momento en que sea interrogado el acusado al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su responsabilidad, el fiscal y el acusado podrán realizar preacuerdos en los términos previstos en el artículo anterior.” (Subrayado fuera de texto).





Cuando los preacuerdos se realizaren en este ámbito procesal, la pena imponible se reducirá en una tercera parte.





ARTÍCULO 353. ACEPTACIÓN TOTAL O PARCIAL DE LOS CARGOS. El imputado o acusado podrá aceptar parcialmente los cargos. En estos eventos los beneficios de punibilidad sólo serán extensivos para efectos de lo aceptado.





ARTÍCULO 354. REGLAS COMUNES. Son inexistentes los acuerdos realizados sin la asistencia del defensor. Prevalecerá lo que decida el imputado o acusado en caso de discrepancia con su defensor, de lo cual quedará constancia.





Si la índole de los acuerdos permite la rápida adopción de la sentencia, se citará a audiencia para su proferimiento en la cual brevemente la Fiscalía y el imputado podrán hacer las manifestaciones que crean conveniente, de acuerdo con lo regulado en este código.





� Artículo 348 Código de Procedimiento Penal


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto del 10 de mayo de 2006, radicación No. 25389. 


� Auto del 27 de abril de 2011. Proceso Rad 34.829. M.P. José Luís Barceló Camacho. 
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